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Si bien la participación no es un tema nuevo, es una discusión que está lejos de estar resuelta y 
cuya actualidad se renueva con la evolución de los contextos institucionales, políticos y sociales. En 
particular, en América Latina el panorama no es homogéneo, y mientras en algunos países se han 
desarrollado constitucional y legalmente numerosos mecanismos de participación –por ejemplo 
en Brasil, Bolivia y Ecuador–, en otros, como Chile, la discusión parece estar recién comenzan-
do. Por otro lado, tampoco parece existir claridad respecto de los fines que debiera perseguir el 
aumento de las instancias participativas, o de la efectividad de los mecanismos existentes para 
promover estos fines. Por último, en un contexto de amplias movilizaciones ciudadanas por la 
reivindicación de derechos, las que no siempre son articuladas y en las que en ciertos casos se 
ha recurrido a mecanismos de presión o incluso de fuerza, es posible preguntarse cómo entran 
o debieran entrar en relación estas movilizaciones con los mecanismos de participación. Para 
aclarar algunos conceptos y para poder establecer algunas posiciones respecto de este tema, es 
que sometimos las siguientes preguntas a discusión:
1. Fundamentos de la participación. Partiendo de la base de que debe haber participación de la 
ciudadanía en los asuntos públicos ¿cuáles serían, a su juicio, los fundamentos de esta parti-
cipación, ya sea desde la teoría democrática o desde los derechos humanos? ¿En qué debiera 
consistir entonces la participación?
2. Mecanismos de participación. Entre los mecanismos de participación ciudadana normalmente 
utilizados ¿hay alguno que usted considere particularmente valioso o, por el contrario, que haya 
demostrado su falta de efectividad o sus efectos perversos a la luz de los derechos humanos? 
3. Déficits en la participación y protestas sociales. ¿Qué diagnóstico haría usted respecto de las 
fortalezas y déficits de los mecanismos de participación en América Latina? ¿Son las protestas 
sociales un signo de que los mecanismos de participación tradicionales no están funcionando 
como debieran, de que no existen suficientes canales para participar, o pueden considerarse 
estas protestas como una vía más de participación? 
4. Participación a nivel local, nacional e internacional. La participación puede darse en distintos 
niveles: local, regional, nacional o incluso a nivel internacional. ¿Qué desafíos se le plantean 
a las estrategias de participación en una sociedad globalizada, donde las instancias de poder 
parecen cada vez más alejadas no solo de la ciudadanía, sino también de las instancias na-
cionales de decisión?
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1. Fundamentos de la participación
Partiendo de la base de que debe haber participación de la ciudadanía en los asuntos públicos, 
¿cuáles serían, a su juicio, los fundamentos de esta participación, ya sea desde la teoría demo-
crática o desde los derechos humanos? ¿En qué debiera consistir entonces la participación?
ALBERTO J. OLVERA
Dentro de la tradición del pensamiento democrático coexisten varias 
corrientes. La hegemónica durante los largos años de la transición a la 
democracia en América Latina, ha sido la teoría minimalista que entiende a la democracia como 
la suma de condiciones para elecciones competitivas que permitan a los ciudadanos elegir a sus 
gobernantes1. Se le llama democracia minimalista a esta concepción no porque las elecciones en 
sí carezcan de importancia, sino porque agotado el proceso electoral, que es una coyuntura que 
ocurre en un corto momento en el tiempo, la democracia no existe como un aspecto de la vida 
cotidiana. Análogamente, la corriente elitista en la teoría democrática2 sostiene que la democra-
cia no puede entenderse más que como un procedimiento para elegir a las elites gobernantes. 
Es necesario romper con esta tradición si queremos pensar a la democracia como un modo de 
vida, como atinadamente definía Guillermo O’Donnell en el notable estudio “Informe sobre la 
Democracia en América Latina”3. Se perfila ahí una visión alternativa, a partir del principio de que 
es imposible entender la democracia sin considerar la garantía de los derechos de ciudadanía. Este 
concepto se inserta en la tradición de los derechos humanos, los cuales constituyen el fundamento 
de la autonomía individual y otorgan protección a los espacios de debate y de acción colectiva 
de los ciudadanos, es decir, posibilitan la intervención de éstos en la vida política cotidiana. Sin 
una garantía de los derechos de ciudadanía no podemos tener una democracia vital que abra 
espacio a la participación de los ciudadanos en la vida pública. 
La garantía de los derechos humanos entendidos como derechos de ciudadanía es un elemento 
indispensable para que la democracia realmente existente sea digna de ese nombre. Al estable-
cer este principio normativo, el vínculo entre derechos humanos y la democracia –entendida 
ya no limitadamente como mecanismo de designación de gobernantes legítimos, sino como un 
modo de vida– adquiere un sólido fundamento. Sin embargo, esta intuición es insuficiente para 
entender la dinámica de la construcción de la ciudadanía y del desarrollo democrático. Junto con 
Evelina Dagnino y Aldo Panfichi demostramos en un libro llamado La Disputa por la Construcción 
Democrática en América Latina4, que si bien la exigencia normativa de respeto de los derechos 
de ciudadanía es imprescindible en este proceso, la construcción de una democracia que tras-
cienda el espacio de lo electoral requiere de otros elementos analíticos y prácticos. Ante todo, es 
necesario localizar los actores y las prácticas sociales que impulsan la innovación democrática 
(cuya vía central es la participación ciudadana) y criticar los discursos que, usando los mismos 
1 Paradigma de esta versión es el clásico estudio de O’DONNELL, Guillermo and SCHMITTER, Philippe (Eds.). Transitions 
from Authoritarian Rule, Vol. 4, Tentative Conclusions about Uncertain Democracies. Baltimore: Johns Hopkins University 
Press, 1986, que a su vez se corresponde con la versión liberal de Robert Dahl, de quien se puede consultar, entre otros 
muchos libros, DAHL, Robert. Los dilemas del pluralismo democrático. México: Alianza Editorial-CONACULTA, 1991 
(1ª edición: 1982). 
2 El texto clásico es SCHUMPETER, Joseph. Capitalism, Socialism and Democracy. New York: Harper, 1942.
3 O’DONNELL, Guillermo, et. al. Informe sobre la democracia en América Latina. Buenos Aires: PNUD, 2004.
4 DAGNINO, Evelina; OLVERA, Alberto J. y PANFICHI, Aldo. “Para otra lectura de la construcción democrática en América 
Latina”. En: DAGNINO, Evelina; OLVERA, Alberto J. y PANFICHI, Aldo (Eds.). La Disputa por la Construcción Democrática 
en América Latina. México: Fondo de Cultura Económica-CIESAS-Universidad Veracruzana, 2006 (reimpresión 2010).
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conceptos y referencias simbólicas, en realidad promueven proyectos políticos diferentes, creando 
una “confluencia perversa” de discursos participativos de diferente signo. Nosotros localizamos 
tres proyectos políticos en pugna en América Latina: el autoritario (en retirada en su modalidad 
clásica dictatorial, pero en emergencia en formatos populistas de diverso signo); el neoliberal, aún 
hegemónico en la región, y el democrático-participativo, que gana terreno simbólico y articula 
numerosas innovaciones constitucionales y de política pública en varios países, pero que no 
logra aún tornarse hegemónico en ningún país. Es preciso diferenciar los discursos participativos 
neoliberales y democráticos para no caer en la confusión antes aludida.
La puesta en práctica de un proyecto democrático-participativo exige: (i) la existencia o apertura 
de espacios públicos en donde los asuntos de la colectividad puedan discutirse; (ii) el respeto a 
la autonomía y a la autoorganización de la sociedad, es decir, el reconocimiento de la autono-
mía de los actores de la sociedad civil en su vasta heterogeneidad y complejidad; (iii) espacios 
donde el Estado y la sociedad civil coincidan, convivan, discutan, acuerden y confronten ideas 
distintas y en los que el conflicto pueda ser abiertamente reconocido y políticamente canalizado; 
y (iv) crear los marcos legales e institucionales que protejan la participación y le proporcionen 
un horizonte de largo plazo.
ALEX SHANKLAND*
La teoría de la participación democrática y la teoría de los derechos 
humanos convergen en concebir la participación como un derecho. La 
teórica feminista Ruth Lister, por ejemplo, ha sostenido que “el derecho a participar en la toma de 
decisiones en la vida social, económica, cultural y política debe ser incluido en el núcleo de los 
derechos humanos básicos”5. Muchos países, en América Latina y en otras latitudes, han consa-
grado el derecho a la participación en sus Constituciones u otros marcos legales6. Las redes de la 
sociedad civil han comenzado a abogar por el reconocimiento global de este derecho: LogoLink, 
por ejemplo, una red internacional convocada por el Instituto Polis de Brasil, está lanzando una 
campaña mundial para el “Derecho a la Participación en el Gobierno Democrático Local”7. En 
América Latina, este trabajo de incidencia de la sociedad civil se enmarca en una tradición de 
activismo ciudadano que se desarrolló en resistencia a las dictaduras y que llegó a su punto más 
alto con las reclamaciones de derechos propias de las transiciones democráticas ocurridas en la 
región. Tendencias similares han comenzado a surgir en otras regiones del mundo como parte de 
la reciente oleada mundial de protestas. En algunas de estas movilizaciones, el derecho a parti-
cipar en la toma de decisiones se ha presentado como algo complementario a otras demandas 
políticas, sociales y económicas. Este ha sido el caso, por ejemplo, de muchas de las revueltas 
de la primavera árabe, así como también de las protestas ocurridas en Chile. En otros casos, el 
derecho a la participación se ha presentado como una demanda central. Tal ha sido el caso de las 
campañas del movimiento Occupy, por ejemplo, que plantean terminar con la toma de decisio-
nes “del 1% para el 1%” y de los Indignados españoles, que demandan “¡democracia real YA!”.
* Respuestas traducidas del inglés por Alia Trabucco Zerán. El autor quisiera agradecer a la Dra. Rosemary McGee (IDS) 
y a Marianne González (CDH) por su apoyo en la revisión del texto traducido.
5 LISTER, Ruth. “Citizen in action: Citizenship and community development in a Northern Ireland context”. Community 
Development Journal, Vol. 33 No. 3, 1998, p. 228. 
6 MCGEE, Rosemary. “Legal Frameworks for Citizen Participation: Synthesis Report”. Brighton: LogoLink, 2003.
7 Ver la página Web de LogoLink [en línea] <http://www.logolink.org/> [consulta: 17 abril 2012]. 
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Esta convergencia en torno al derecho a la participación, da la impresión de que no existen 
tensiones significativas entre la participación y los derechos humanos. No obstante, el enfoque 
defendido por los defensores de la participación difiere, de hecho, de la perspectiva de los activis-
tas de derechos humanos en algunos aspectos importantes. Tal vez la diferencia más significativa 
radica en la cuestión de la universalidad de los derechos humanos. La idea de un marco universal 
de derechos humanos tiene sus raíces en la Ilustración, maduró con las Revoluciones Francesa 
y Americana y encuentra su máxima expresión en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, texto fundacional del movimiento contemporáneo de derechos humanos. El atractivo 
de este concepto descansa en su poder normativo y en la posibilidad de utilizar la ley como ins-
trumento para defender y promover los derechos. Sin embargo, también ha sido criticado como 
excesivamente liberal-individualista, formalista e insensible respecto de ciertas especificidades 
históricas y culturales8. En contraste, muchos de los más influyentes exponentes contemporáneos 
de la teoría de la participación –ya sean promotores del desarrollo participativo como es el caso 
de Robert Chambers o teóricos políticos como Iris Marion Young–, dan importancia al valor de 
la subjetividad y de conocimientos diversos y contextualizados, un enfoque que tiene más en 
común con el postmodernismo y el pensamiento del relativismo cultural9.
Una síntesis de estos enfoques debe, por lo tanto, ir más allá de la sola defensa del derecho de 
los ciudadanos a participar en la toma de decisiones dentro de un marco normativo existente y 
basado en un entendimiento universal de los derechos humanos. También debería incluir el dere-
cho de diferentes grupos, que manejan distintos conocimientos y perspectivas, a participar en la 
propia formación del marco normativo. Debido a que el modelo liberal clásico de la democracia 
hace hincapié en las identidades universales de los ciudadanos, en los mecanismos formales y 
en la participación individual, no es muy adecuada a la incorporación de una mayor diversidad 
de identidades, conocimientos plurales y procesos políticos grupales. Promover este tipo de par-
ticipación exige, por tanto, acudir a otras tradiciones democráticas, incluyendo la democracia 
deliberativa, comunicativa y participativa10. En todo el mundo han surgido numerosas innovaciones 
democráticas inspiradas por estas tradiciones, pero quedan muchos desafíos a superarse antes de 
que pueda surgir una síntesis verdaderamente inclusiva.
ARTURO SQUELLA
Las personas, como enseñaba Aristóteles, somos seres que alcanzamos 
nuestra perfección –en el orden temporal– necesariamente en la polis11. En 
este sentido, la comunidad política es connatural al hombre y, en ella, se dan una multiplicidad de 
relaciones y objetos que tienen un carácter común, que son de la res publica. La administración 
de ello, la concesión de beneficios, la distribución de cargas y el reparto de recursos y oportuni-
dades es un asunto del conjunto. En suma, el problema de la justicia y la estructura política para 
hacerla posible es un deber de todos. Sin embargo, nadie puede tener un deber si no posee los 
8 NYAMU-MUSEMBI, Celestine. “Towards an Actor-Oriented Approach to Human Rights”. IDS Working Paper 169. 
Brighton: Institute of Development Studies, 2002. 
9 CHAMBERS, Robert. Whose Reality Counts? Putting the First Last. London: Intermediate Technology, 1997; YOUNG, 
Iris Marion. Justice and the Politics of Difference. Princeton: Princeton University Press, 1990.
10 GAVENTA, John. “Triumph, Deficit or Contestation? Deepening the ‘Deepening Democracy’ Debate”. IDS Working Paper 
No. 264. Brighton: Institute of Development Studies, 2006; HABERMAS, Jürgen. The Inclusion of the Other: Studies 
in Political Theory. Cambridge, Mass.: The MIT Press, 1998; YOUNG, Iris Marion. Inclusion and Democracy. Oxford: 
Oxford University Press, 2000.
11 SABINE, George H. Historia de la teoría política. Revisada por Thomas Landon Thorson. 3ª edición en español, corregida 
y aumentada. México, D.F.: Fondo de Cultura Económica, 2006 (1ª edición en inglés: 1937), pp. 113-115.
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medios necesarios para cumplirlo. De este modo, la participación se convierte en un derecho de 
los ciudadanos (correlativo a su obligación) cuyo fundamento es, precisamente, la gestión de lo 
colectivo. En este sentido, entonces, no se trata de una concesión graciosa del Estado sino una 
consecuencia necesaria de la contribución que cada uno debe hacer al bien común. 
Desde otro punto de vista, en sociedades complejas como las actuales, la participación tiene 
una expresión más dinámica y plural cuando se respeta el principio de subsidiariedad: permitir 
y resguardar que las personas se manifiesten en los distintos ámbitos de la vida social es una 
forma de participación más vital y extendida que los reduccionismos meramente electorales. 
En este sentido, el Estado está obligado a permitir y promover la existencia del mayor espacio 
posible para que las personas y las agrupaciones que ellos forman no sólo participen, sino que 
sean los protagonistas de un desarrollo integral. Lo esencial, es que el Estado no absorba labo-
res que pueden y deben realizar las personas; el principio de subsidiariedad también apela a 
la responsabilidad que les cabe a las personas de hacerse solidario con los otros y contribuir 
al desarrollo social.
La participación se convierte, de este modo, en un instrumento para, por una parte, administrar lo 
común y, por otra, lograr que las personas sean los verdaderos actores y motores de su desarrollo 
espiritual y material. Sin participación, el diálogo que permite enfrentar los problemas sociales y 
encontrar las mejores soluciones para el bien común se vuelve pobre, monocorde y superficial. 
Enfrentar las necesidades humanas de la hora presente, encontrar los límites naturales al ejerci-
cio de la libertad, establecer las protecciones más adecuadas a los bienes fundamentales de las 
personas y fijar los medios éticamente justos y técnicamente eficientes y eficaces para que las 
legítimas aspiraciones sociales puedan concretarse: todo esto no es posible de alcanzar de manera 
legítima en el estado actual sin que exista esa participación ciudadana.
MARISTELLA SVAMPA
En América Latina la ampliación de los canales de participación ciudadana 
se asientan mucho más en el paradigma de los derechos humanos que en 
la teoría de la democracia. Esto se halla vinculado a la formulación genérica que la democracia 
encontró en el siglo XIX en nuestras latitudes, así como a sus diferentes avatares históricos. En 
efecto, durante esta época, al calor de las luchas políticas y sociales post-independentistas, la 
forma “democracia” estuvo asociada a lo inorgánico y lo plebeyo. Esta doble realidad señalaba 
una situación de ambigüedad y de tensión, visible tanto en la debilidad de las instituciones de 
la nueva república (el kratos), como en la amenaza permanente del desborde de las masas (el 
demos). Más aún, el carácter plebeyo y, en última instancia, plebiscitario de ciertos gobiernos 
latinoamericanos, aparecerá como una de las dimensiones estructurantes de la política americana, 
visible en la “peligrosa” relación entre masas (montoneras, plebe) y conductores (caudillos). Así, 
en diferentes países latinoamericanos, la democracia será tempranamente asociada al exceso (el 
despotismo de las mayorías) tanto como al déficit (la fragilidad institucional). Pero es sobre todo 
en relación al exceso que serán juzgadas las primeras experiencias democráticas en el continen-
te. No por casualidad será contra la figura de la democracia inorgánica y plebeya que se irán 
construyendo determinadas soluciones constitucionales (ideas de república “posible”), en la cual 
convergerán liberalismo restrictivo y democracia delegativa. 
Por ende, los canales de participación ciudadana, salvo excepciones, antes que asentarse sobre 
las democracias efectivamente existentes, debieron construirse en contra de ésta (tal como sucedió 
bajo las experiencias populistas). Por otro lado, las dictaduras militares que los países latinoa-
mericanos conocieron durante el siglo XX buscaron dar una nueva vuelta de tuerca a esta matriz 
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originaria fundada en la desconfianza institucional hacia las masas, a fin de afianzar mecanismos 
de cierre, en relación a la participación de la ciudadanía en la política. 
En razón de ello, no sería erróneo afirmar que en América Latina ha sido bajo el paradigma de 
los derechos humanos que la noción misma de democracia fue enriqueciéndose y resignificán-
dose, sobre todo en las últimas décadas, y más allá de las experiencias populistas (que tendieron 
a reforzar la participación sindical, muchas veces, a través de canales corporativos controlados 
desde el Estado). 
Recordemos que desde 1945 en adelante, y en el marco de los procesos de descolonización, hemos 
asistido a una expansión de las fronteras de los derechos a nivel internacional, que ha incluido 
en las últimas décadas el reconocimiento de los derechos colectivos de los pueblos originarios 
(sobre todo con la convención 169 de la OIT, de 1989 y más recientemente, con la Declaración 
Universal de los Derechos de los Pueblos Indígenas, en 2007). A esto hay que sumar, a partir de 
los años 60 y 70, la acción de los llamados Nuevos Movimientos sociales, lo cual ha conllevado 
también el reconocimiento de un nuevo lenguaje de derechos, que abarca desde los derechos de 
las mujeres y las minorías con orientaciones sexuales diferentes, hasta los derechos ambientales. 
Así, por ejemplo, en países que han conocido experiencias dictatoriales muy traumáticas, mar-
cadas por crímenes de lesa humanidad, la participación ciudadana y la defensa de los derechos 
humanos aparecen muy entrelazadas. Este es el caso de la Argentina, donde a partir de 1983, el 
nuevo orden democrático se ha ido asentando en dicho paradigma, promovido por diferentes 
organizaciones de defensa de los derechos humanos e incorporado como “marco común” de la 
democracia por amplios sectores de la sociedad. En otros países, cuya población tiene un impor-
tante componente indígena (como Bolivia y Ecuador), el proceso de ampliación de las fronteras de 
derechos se halla ligado a la participación de los pueblos originarios, tradicionalmente excluidos; 
esto es, a las luchas políticas por el reconocimiento de su cultura, usos y costumbres y derecho 
a la autonomía. La participación ciudadana y la acción colectiva, tanto institucional como extra-
institucional, por ende, precede, acompaña y sustenta una idea de la democracia basada en la 
expansión de los derechos.
En ese sentido, desde el paradigma de los derechos humanos, la democracia en América Latina 
comienza a ser leída y comprendida como “demodiversidad”12, lo cual implica no sólo el re-
conocimiento de la pluralidad de voces y miradas y, por ende, la ampliación de los dispositivos 
institucionales de participación y de involucramiento de diferentes colectivos y organizaciones 
de la sociedad civil en las decisiones públicas, sino también una “repolitización global de la 
práctica social”13, concebida ésta como una apertura a nuevas oportunidades para experimentar 
otras formas de democracia y de ciudadanía. Frente al monopolio o la reducción de la democra-
cia a la democracia liberal representativa, el desafío de la demodiversidad implica pensar formas 
institucionales híbridas que admitan la coexistencia entre diferentes modelos de democracia, que 
incluyan por ejemplo el modelo comunitario asociado a las poblaciones indígenas latinoamericanas.
CAMILA VALLEJO
Una justificación próxima de la necesidad de participación ciudadana en 
los asuntos públicos puede venir de nuestra propia Constitución Política, a 
partir de una crítica al artículo 5° inciso 1°, en donde se declara que el ejercicio de la soberanía 
12 DE SOUSA SANTOS, Boaventura. Reinventar la democracia, reinventar el Estado. Buenos Aires: CLACSO, 2005.
13 Ídem.
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–la que en términos concretos del funcionamiento del Estado se materializa en parte en la fun-
ción pública de legislar– “se realiza por el pueblo”, pero que, sin embargo, está inmediatamente 
limitada por la disposición de que sólo puede ejercerse “a través de plebiscitos y elecciones perió-
dicas” o bien por “las autoridades que la Constitución establece”, con exclusión de otros canales 
de participación. Aquella disposición sería incompatible con una –necesaria– reinterpretación 
democrática de la Constitución en el actual contexto político del país, la que debiera realizarse 
atendiendo al inciso 3° del artículo 1° que garantiza la autonomía de “los grupos intermedios a 
través de los cuales se organiza y estructura la sociedad” para cumplir sus propios fines. De este 
modo sería realmente posible que dicha norma esté dada para la consecución de los fines de 
las organizaciones sociales, tarea que hoy sencillamente no puede llevarse a cabo sin el debido 
complemento que la participación le da a la “autonomía”. Si bien esta participación no está 
garantizada en el mismo inciso 3°, sí puede desprenderse como una condición que permita a 
todo integrante de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material (inciso 4° del 
mismo artículo). Por lo tanto, para cumplir los objetivos que el pueblo organizado se imponga 
a sí mismo, debe ser necesario ampliar las formas en que éste ejerce la soberanía, entendida al 
menos como función legislativa, pues de otro modo la Constitución no está siendo armónica en 
las Bases de su Institucionalidad reinterpretadas democráticamente, y podemos afirmar que es el 
artículo 5° el que debe interpretarse a favor del artículo 1° y no al revés, pues “el Estado está al 
servicio de la persona humana”.
Por otro lado, más allá de las abstracciones que se puedan configurar con motivo de una nece-
saria reinterpretación democrática de nuestra Constitución, para intentar movernos dentro del 
orden jurídico, pero con el legítimo derecho de sacudirnos los enclaves autoritarios que aquella 
evidencia (mientras no se desarrolle un proceso constituyente), sabemos por la práctica que la 
sociedad chilena hoy está exigiendo los cambios que debieron darse al momento de derrotar a la 
dictadura por vía del plebiscito, pero que nunca se cumplieron. En ese sentido, dudo de la tesis 
promovida hoy por el Gobierno como justificación consensual de la creciente ola de movimientos 
sociales, para la cual supuestamente una sociedad que tiene cubiertas ciertas necesidades básicas 
o que ha madurado producto de la transición a la democracia (en nuestro caso), es una sociedad 
que exige más y mejores derechos: sería entonces el “progreso” de la sociedad chilena lo que 
estaría a la base de los actuales movimientos sociales y no las carencias de la misma. Esta tesis es 
cuestionable, pues los derechos políticos, económicos y sociales que hoy se exigen configuran la 
deuda que los sucesivos gobiernos tanto de la Concertación de Partidos por la Democracia como 
el actual han acumulado con la ciudadanía, por lo que más que ser fruto natural del progreso, 
son fruto del descontento y precariedad permanente. 
2. Mecanismos de participación
Entre los mecanismos de participación ciudadana normalmente utilizados ¿hay alguno que usted 
considere particularmente valioso o, por el contrario, que haya demostrado su falta de efectividad 
o sus efectos perversos a la luz de los derechos humanos?
ALBERTO J. OLVERA
Entre los mecanismos de participación ciudadana conocidos y practicados 
en el mundo hay muchos que son valiosos y creativos, pero ninguno que 
pueda considerarse un modelo ideal a ser seguido. No es correcto pensar en la exportación gene-
ralizada de modelos o de metodologías participativas, sino que, dependiendo de las condiciones 
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políticas y sociales y de la historia de cada país –y dentro de cada país según las distintas regiones 
que lo componen– es posible imaginar mecanismos eficaces y adecuados para cada circunstancia 
concreta para la promoción del proyecto democrático-participativo. Por ejemplo, el presupuesto 
participativo brasileño, internacionalmente reconocido como un método de participación eficaz 
y democratizador, hoy día ha sido reinventado en cada uno de los miles de municipios donde 
se le practica. El modelo de Porto Alegre en los años 90 ha sido reciclado y adaptado en varios 
miles de ciudades alrededor del mundo en versiones neoliberales y democráticas. El concepto de 
presupuesto participativo no designa ya un modelo, sino un ideal o principio democrático. Como 
Leonardo Avritzer ha demostrado en un libro reciente14, la participación no puede promoverse 
como si fuese un modelo universal a ser aplicado, sino que es un resultado de procesos políticos 
y constelaciones peculiares de actores políticos y sociales concretos, quienes se orientan en su 
acción por fundamentos normativos democrático-participativos y adaptan sus proyectos a la 
circunstancias específicas en que les toca vivir.
Por otro lado, sociológicamente hablando, las instituciones de participación son muy diversas. 
Mis colegas Ernesto Isunza y Adrián Gurza15, demuestran que en los lugares-tiempo de encuentro 
de los actores estatales y civiles, que ellos conceptúan como “interfaces socio-estatales”, están 
en disputa diversos tipos de bienes, desde la información hasta el poder y la influencia, y que 
puede establecerse una tipología bastante compleja y amplia de los formatos en que se produ-
ce esta interrelación. De manera que, en vez de que establezcamos modelos de participación 
deseables, tenemos que analizar caso por caso y localizar si una serie de principios normativos 
pueden ser cumplidos o no: (i) que no haya restricciones o limitaciones a la participación; (ii) 
que haya respeto a las opiniones diversas; (iii) que se reconozcan y procesen los conflictos por 
vías deliberativas; (iv) que los participantes en esos espacios sean capaces de ejercer control y/o 
decisión sobre políticas públicas. En otras palabras, hay que garantizar el carácter democrático 
del propio espacio participativo.
ALEX SHANKLAND
Se han aplicado los mecanismos de participación ciudadana con muchos 
y variados propósitos. El concepto de “escalera de participación ciuda-
dana”, acuñado por primera vez por Sherry Arnstein, demuestra que estos mecanismos pueden 
variar desde aquellos más “cosméticos” o “terapéuticos” –que refuerzan o disfrazan relaciones 
desiguales de poder a través de mecanismos débiles de información y consulta–, hasta formas 
de “control ciudadano” que conducen a un mayor empoderamiento16. No toda instancia de 
participación puede o debe estar en la cima de la “escalera de participación”, ya que los costos 
de participación son altos (en cuanto a tiempo y otros recursos), especialmente para los grupos 
más pobres. Por ello, a menudo los ciudadanos prefieren delegar en otros su poder de decisión, 
en lugar de participar ellos mismos en cada decisión. No obstante, no se debe suponer que esta 
preferencia sea universal, ya que ciertos grupos –como ocurre con los grupos indígenas–, atribuyen 
un valor mucho más alto a la participación política y toma de decisiones colectiva que ciudadanos 
urbanos de clase media, acostumbrados a satisfacer sus necesidades a través de mecanismos de 
mercado individualizados. En general, allí donde las decisiones afecten las vidas de las personas, 
14 AVRITZER, Leonardo. Las instituciones participativas en el Brasil democrático. México: Universidad Veracruzana, 2010.
15 ISUNZA, Ernesto y GURZA, Adrián. La innovación democrática en América Latina. México: CIESAS-Universidad 
Veracruzana, 2010.
16 ARNSTEIN, Sherry. “A Ladder of Citizen Participation”. Journal of the American Institute of Planners Vol. 35 No.4, 1969, 
pp. 216-224.
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la creación de mecanismos de participación efectivos será una necesidad política para así evitar 
la desconfianza y el conflicto y, al mismo tiempo, será un requisito legal a la luz de marcos ju-
rídicos como el Convenio 169 de la OIT sobre el derecho de los pueblos indígenas y tribales al 
consentimiento libre, previo e informado. 
Los mecanismos de participación más exitosos tienden a ser aquellos en los que los gobiernos 
u otros organismos que los promueven son honestos y transparentes sobre el potencial y las 
limitaciones de sus propios mandatos. Cuando esto no es el caso, los ciudadanos son invitados 
a participar en tales mecanismos en la expectativa de influir en la toma de decisiones, pero sus 
puntos de vista terminan siendo descartados si no son convenientes o son contrarios a los intereses 
de los poderosos. Esto puede dar lugar a un aumento de la desconfianza y a la alienación política. 
Estas fallas en los mecanismos de participación también pueden servir como una coartada para 
violaciones de derechos humanos. Los procesos de consulta política superficiales o manipulados, 
por ejemplo, han sido utilizados para legitimar la explotación de recursos o la construcción de 
infraestructura de desarrollo dañina para el medio ambiente en los territorios de muchos pueblos 
indígenas y de otras comunidades locales en América Latina, en clara violación del Convenio 
169 de la OIT. Esto ha conducido a un aumento del conflicto social, así como también a intentos 
de introducir una legislación nacional más poderosa que regule estos procesos de consulta en 
Perú, Bolivia y otros países. 
Mecanismos más fuertes de participación pueden movilizar más energía política y generar una 
mayor legitimidad política. Tal fue el caso de los mecanismos de “presupuesto participativo” 
introducidos por el Partido de los Trabajadores (PT) en algunas ciudades de Brasil, que no solo 
permitieron que los ciudadanos tuvieran voz y voto en la determinación de las prioridades de 
inversión social, sino que además promovieron la participación en el seguimiento y evaluación 
de la implementación de estas decisiones. En Brasil, este proceso de fiscalización ciudadana, 
conocido como controle social, ha sido muy importante para otorgar legitimidad política a las 
reformas de políticas sociales, especialmente en el sector de la salud17. No obstante, este tipo 
de mecanismos de participación puede también entrar en tensión con otras estructuras de poder 
político, en particular con aquellas organizadas en torno a la democracia representativa basada 
en estructuras partidarias.
ARTURO SQUELLA
La participación ciudadana no sólo se realiza en las urnas, sino que prin-
cipalmente se produce en las actividades cotidianas. Por ello, producen 
efectos perversos los mecanismos que desnaturalizan, por defecto o por exceso, esa participación. 
Así, cuando ella es reducida a instrumentos que resguardan únicamente las opciones personales, 
sin vinculación con los efectos que ello produce sobre el común, se cae en un individualismo 
que niega el carácter social del hombre. También cuando se identifica participación con prima-
cía de la decisión mayoritaria, incluso frente a cuestiones esenciales referidas a la dignidad del 
hombre y de la humanidad, se cae en un colectivismo que desprecia la condición personal de 
cada integrante de la sociedad. 
En consecuencia, tanto autonomía absoluta como asambleísmo han demostrado producir efectos 
perversos y ser un mal remedio de participación, una ilusión de una sociedad democrática y 
17 SHANKLAND, Alex and CORNWALL, Andrea. “Realizing Health Rights in Brazil: The Micropolitics of Sustaining Health 
System Reform”. En: BEBBINGTON, Anthony and MCCOURT, Willy (Eds.). Development Success: Statecraft in the South. 
Basingstoke: Palgrave Macmillan, 2007.
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libre, porque producen la alienación de los ciudadanos al conducirlos a perseguir, sin modera-
ción alguna, los bienes sensibles. Esa falta de control del Logos sobre la concupiscencia genera: 
(i) a nivel personal, frustración, porque promete una falsa felicidad, incapacidad de satisfacer el 
anhelo de infinitud con un gozo inmediato y estrecho18; y (ii) a nivel comunitario, una dictadura 
del relativismo incapaz de distinguir lo verdadero de lo falso, lo bueno de lo malo19.
Así, los mecanismos de participación más valiosos permiten separar lo propio del ámbito personal 
de lo que compete al espacio de lo común y reconocen la insuficiencia del criterio de mayoría 
para distinguir lo justo de lo injusto20. Los instrumentos que resguardan el legítimo espacio de 
lo privado, sus fueros y derechos y, al mismo tiempo, dan cabida a la decisión mayoritaria como 
resultado de un proceso de deliberación que atiende a la perfección humana y a la razón para 
la gestión de lo colectivo, son aquellos que resultan más adecuados. En este plano, a manera 
ejemplar, lo son: salvaguardar los derechos propios de la familia como organización natural y 
básica de la sociedad; resguardar los principios de autonomía social y subsidiariedad; conceder 
acción directa judicial para la protección de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza 
humana; respetar la democracia representativa; generar un poder local con autonomía adminis-
trativa, económica y de control ciudadano; promover transparencia y accountability de todos los 
que ejercen potestad en el Estado; y otorgar facultades para que la ciudadanía haga propuestas 
que han de ser debatidas y resueltas por los órganos de representación.
MARISTELLA SVAMPA
Creo que las consultas públicas (referéndum, plebiscitos e iniciativa popular) 
son mecanismos de democracia directa muy valiosos y pertinentes, aunque 
han sido poco utilizados, pese a que la mayoría de las constituciones latinoamericanas (sobre todo 
a partir de las diferentes reformas de los años 90) de diversa manera los habilitan. Uruguay cuenta 
con una amplia tradición en el tema, lo cual explica que durante los años 90 y comienzos del 
siglo XXI estos dispositivos institucionales se convirtieron en mecanismos defensivos eficaces para 
colocar un freno a determinadas medidas privatizadoras, que afectaban a las empresas públicas. 
Ciertamente, pese a que estos mecanismos de democracia directa son reclamados con más fre-
cuencia por parte de diferentes sectores de la sociedad civil, una de las dificultades es que si son 
activados exclusivamente “desde abajo”, exigen un gran esfuerzo organizativo por parte de la 
sociedad civil. Además, en condiciones de clara asimetría de fuerzas y recursos, estos mecanismos 
pueden tener efectos perversos, por ejemplo, cuando éstos involucran poblaciones vulnerables 
(como sucede con los pueblos originarios, en relación a consultas o referéndum realizados por 
cuestiones que involucran grandes proyectos extractivos). En definitiva, se trata de dispositivos 
que exigen un mayor acceso y democratización de la información, sobre todo en escenarios en 
donde los grandes grupos económicos y/o sectores políticos poseen un fuerte poder de lobby. 
Asimismo, cuando los gobiernos de turno no alientan “desde arriba” dichas iniciativas popula-
res garantizando transparencia, acceso y difusión de la información, éstos suelen potenciar las 
18 POLO, Leonardo. “La voluntad y sus actos (i)”. Cuadernos de Anuario Filosófico. Serie Universitaria, Vol. 50, 1998, 
pp. 23-27.
19 RATZINGER, Joseph. “Homilía del Cardenal Joseph Ratzinger, Decano del Colegio Cardenalicio”. Abril de 2005. [en 
línea] http://www.vatican.va/gpII/documents/homily-pro-eligendo-pontifice_20050418_sp.html [consulta: 27 diciembre 
2011].
20 BENEDICTO XVI. “Discurso del Papa ante el Bundestag. Viaje apostólico a Alemania”. Septiembre de 2001. [en línea] 
http://www.zenit.org/article-40457?l=spanish [consulta: 27 diciembre 2011].
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situaciones de asimetría, generando efectos perversos a la luz de los derechos humanos. Esto 
sucedió en el caso uruguayo en relación con el referéndum sobre los crímenes de la última 
dictadura militar, votado en 2009 (que había sido realizado previamente en 1989) y que pro-
ponía abrir nuevamente la cuestión acerca de la caducidad o no de la persecución penal en 
relación a la violación de derechos humanos cometidos por los militares. El caso es que, frente 
a la escasa participación y visibilidad de la problemática, el referéndum convalidó nuevamente 
la Ley de Caducidad. Finalmente, en 2010, dicha ley fue declarada como inconstitucional por 
la Suprema Corte de Justicia de ese país, abriendo nuevamente las puertas al juzgamiento de 
militares involucrados en violación de derechos humanos, pero creando una situación institu-
cional bastante paradójica.
CAMILA VALLEJO
En relación a los mecanismos tradicionales de participación ciudadana 
en Chile, se puede afirmar que en la práctica y de manera notoria, el 
único mecanismo que es usado hoy de manera mayoritaria y regular es el sufragio, mecanismo 
que por lo demás se ve distorsionado en su resultado por causa del sistema electoral binomi-
nal, el que favorece de sobremanera a las segundas mayorías en las elecciones parlamentarias. 
Esto es particularmente nefasto para el proceso de la conformación de las leyes que finalmente 
deberán regirnos, pues no contamos con herramientas que nos permitan intervenir de manera 
más directa en dicho proceso, por lo que la participación política se ve reducida y delegada de 
manera casi absoluta a las autoridades establecidas en la Constitución, aunque sean elegidas 
periódicamente. 
Es así como hoy carecemos de la posibilidad de plebiscitar iniciativas de ley de forma participa-
tiva, pues, independientemente de que los plebiscitos en Chile existan, en el caso del plebiscito 
nacional, se restringe sólo a la iniciativa presidencial para convocarlo en circunstancias muy 
específicas para las que jamás han concurrido los requisitos. En cuanto al plebiscito comunal, es 
muy difícil de lograr que sus resultados sean vinculantes y, en cuanto al fondo, se restringen los 
temas para los que puede convocarse. Asimismo, no existe la posibilidad de presentar iniciativas 
populares de ley ni ningún tipo de requisito que obligue al Parlamento o al Ejecutivo para consultar 
a las comunidades involucradas en los diversos procesos legislativos o programas de gobierno. 
Aquellos serían mecanismos valiosos de participación ciudadana y vendrían a enriquecer el es-
cuálido catálogo de formas en que el pueblo puede incidir en su devenir. 
Por otro lado, en nuestro país existen mecanismos que tal vez no se pueden encasillar dentro de 
la “participación ciudadana”, pero que visibilizan sus demandas y hoy se configuran como una 
de las más comunes medidas de presión para que los diversos organismos del Estado consideren 
su opinión mediante actos de voluntarismo político. Una de aquellas formas es la manifestación 
callejera. El sentido común nos dice que estas manifestaciones son parte fundamental del derecho 
a la libre reunión pacífica, el que se encuentra garantizado en el artículo 19 número 13 de la 
Constitución Política de la República, pero que sin embargo se encuentra no sólo regulado –como 
quisiera hacer creer su inciso 2°–, sino derechamente limitado por una norma infraconstitucional 
y de dudosa legitimidad para un país democrático. En efecto, el Decreto Supremo 1.086 de 1983, 
promulgado por Augusto Pinochet, altera de manera incluso inconstitucional el ejercicio de un 
derecho, materia fundamental para las bases de nuestro ordenamiento jurídico y que a lo menos 
necesita de una ley para ser tratado. Entonces cabe concluir que la forma en que hoy se regula en 
Chile este mecanismo de manifestación ciudadana, además de ser profundamente burocrático, es 
nefasto para el libre ejercicio de la democracia, que siempre debe venir acompañada de libertad 
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para informarse e informar, así como de congregarse y manifestarse, tanto con fines de difusión 
como de presión hacia el Gobierno.
3. Déficits en la participación y protestas sociales
¿Qué diagnóstico haría usted respecto de las fortalezas y déficits de los mecanismos de par-
ticipación en América Latina? ¿Son las protestas sociales un signo de que los mecanismos de 
participación tradicionales no están funcionando como debieran, de que no existen suficientes 
canales para participar, o pueden considerarse estas protestas como una vía más de participación? 
ALBERTO J. OLVERA
La historia contemporánea de la participación ciudadana en América Latina, 
la que ha acompañado los procesos de transición a y consolidación de la 
democracia en las dos décadas pasadas, es de una complejidad y diversidad extraordinarias. Brasil 
es el país con la mayor cantidad y consolidación de experiencias democrático-participativas. Factor 
decisivo en este proceso ha sido la notable densidad asociativa que caracteriza a su sociedad civil 
y que explica en buena medida la variedad y extensión de la participación. Pero a este factor debe 
agregarse, con la misma centralidad explicativa, la existencia de un partido político que coincide 
con e impulsa las iniciativas participativas que provienen de la sociedad civil. El Partido de los 
Trabajadores de Brasil es un actor protagónico de este proceso, pues tanto programáticamente 
como desde el ejercicio de gobierno, ha impulsado la innovación y experimentación participativa. 
Este hecho nos demuestra que el proyecto democrático-participativo solo puede prosperar ahí 
donde los actores de la sociedad civil, de la sociedad política y del gobierno coinciden y cooperan. 
En todos los países de América Latina hay experimentos participativos diversos, adscritos a proyectos 
políticos diferentes. Es preciso diferenciar: (i) la participación impulsada –a veces impuesta– desde 
arriba, desde el gobierno, a través de la creación de instancias formalmente participativas, pero 
controladas en forma autoritaria, (ii) la participación organizada para mejorar y eficientar la 
administración pública, en modalidades subordinadas a las decisiones del gobierno y con fines 
legitimatorios de las políticas públicas; (iii) la participación como delegación de responsabilida-
des públicas a entes privados, como sucede con la subcontratación de ONG en la ejecución de 
políticas públicas previamente decididas por el gobierno; (iv) la participación como co-decisión 
y co-implementación de políticas públicas; (v) la participación como control social o contraloría 
ciudadana, sin intervención en la decisión y la ejecución de las políticas públicas; y (vi) diversas 
combinaciones de las anteriores. Pueden pensarse otras muchas formas de la participación. Cada 
tipo de participación produce efectos diferentes en términos de construcción democrática21. En 
la región abundan las experiencias neoliberales y cuasi-autoritarias y son menos las de carácter 
democrático-participativo. 
Como lo demuestran investigaciones recientes, en aquellos países que han instituido la partici-
pación como una parte central del orden jurídico-político –Bolivia, Ecuador y Venezuela–, los 
mecanismos de participación se han convertido en un elemento de la consolidación del régimen 
político. Es preciso diferenciar las luchas políticas hegemónicas por el control del Estado de la 
democratización cotidiana de la vida pública. La coincidencia entre la construcción de un bloque 
hegemónico y la democratización es temporal, se produce en circunstancias específicas donde los 
21 Ver DAGNINO, Evelina; OLVERA, Alberto y PANFICHI, Aldo. “Para otra lectura…”, op. cit.; e ISUNZA, Ernesto y OLVERA, 
Alberto J. (Eds.). Democratización, rendición de cuentas y sociedad civil: Participación ciudadana y control social en 
América Latina. México: CIESAS-Universidad Veracruzana, 2006 (reimpresión 2010).
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sectores excluidos “invaden” el espacio público y crean por primera vez mecanismos de incidencia 
en la vida pública. Pero sucede que los nuevos regímenes, una vez lograda la hegemonía sobre 
sus enemigos, tienden a utilizar los espacios participativos originalmente democratizantes, como 
mecanismos de control político para garantizar su permanencia en el poder, creando riesgosas ten-
dencias autoritarias que pueden destruir los efectos democráticos de las instancias participativas22.
Las protestas sociales que se experimentan en todos los países de América Latina, centralmente 
en Chile, con su extraordinario movimiento estudiantil, demuestran que en estas democracias no 
existen suficientes canales de participación política para hacer valer ciertos intereses y visiones de 
cómo debe estar organizada la comunidad política. El movimiento estudiantil puede interpretarse 
como un actor central de un proceso político en el que la hegemonía neoliberal ha sido puesta 
en cuestión. En Chile fue hegemónico un modelo de participación neoliberal, que se fundó en 
la generalización contractual –por la vía mercantil– del acceso a la educación, a la salud y otros 
bienes públicos. El modelo parece haber agotado sus posibilidades en un país donde ha llegado al 
límite la capacidad de pago de su ciudadanía, o por lo menos de un amplio sector de la misma, y 
donde se exige la reformulación del pacto entre la ciudadanía y el Estado. Se trata de un cambio 
paradigmático, de un cambio de proyecto que apenas está en proceso. Puede ser largo el periodo 
de transición hacia otro modelo distinto que tendrá que ser construido.
En otros países donde se disputan proyectos hegemónicos, la alta movilización de la sociedad 
implica la existencia de una lucha, sea soterrada o abierta, por el poder. La participación adquiere 
aquí un tinte más político y mucho más macro, pues se dirige a los grandes temas de la nación y 
no tiene un carácter micro, concreto y específico, como suelen ser el caso de la mayoría de los 
experimentos de participación ciudadana. Por supuesto, coexisten en el tiempo y en el espacio 
ambos tipos de participación.
ALEX SHANKLAND
En las últimas décadas, América Latina se ha convertido en el epicentro 
mundial de la innovación en el ámbito de la participación ciudadana. 
Bolivia ha dado un giro desde su enfoque en la rendición de cuentas, con la Ley de Participación 
Popular de 1993, a intentos más radicales de combinar fórmulas liberales-democráticas con 
prácticas indígenas de gobierno participativo, bajo el actual gobierno de Evo Morales. Brasil no 
solo ha desarrollado una de las innovaciones más reconocidas a nivel mundial –el presupuesto 
participativo–, sino que también ha establecido la arquitectura institucional para la participación 
ciudadana formal más completa del mundo, que involucra literalmente a millones de ciudadanos 
en conferencias y consejos de políticas sectoriales, desde el nivel municipal al nivel nacional.
Cada una de estas innovaciones es objeto tanto de críticas como de alabanzas. En Brasil, el país 
latinoamericano que conozco mejor, las personas hablan de “conselhite” (“consejitis”) como un 
nuevo síndrome causado por la dispersión de las energías del gobierno y de la sociedad civil en 
múltiples consejos políticos paralelos, mal coordinados, que dejan la sensación de que en su 
conjunto no se está logrando servicios más efectivos, mejores opciones políticas ni mayor accoun-
tability democrática. Mi propia investigación, así como la de colegas como Andrea Cornwall y 
Jorge Romano, ha demostrado que la participación en estas estructuras políticas ha generado un 
poderoso sentido de ciudadanía y ha robustecido la capacidad de compromiso democrático entre 
22 Ver, entre otros muchos títulos: DE LA TORRE, Carlos y PERUZZOTTI, Enrique (Eds.). El retorno del pueblo: populismo y 
nuevas democracia en América Latina. Quito: FLACSO-Ecuador, 2008 y AIBAR, Julio (Coord.). Vox Populi: Democracia 
y populismo en Latinoamérica. México: FLACSO-México, 2007. 
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los representantes de los usuarios de servicios23. Especialistas brasileños como Leonardo Avritzer 
y Vera Schattan Coelho han demostrado que al menos en algunos casos estos mecanismos de 
participación ciudadana han contribuido a una mayor equidad en la asignación de recursos24. 
En vista de estos éxitos ¿por qué hay tanta insatisfacción? Una de las razones es que a medida 
que el Estado brasileño ha mejorado sustancialmente sus respuestas a las demandas de derechos 
de sus ciudadanos, alcanzando una cobertura casi universal de los servicios básicos, el enfoque 
de la participación cambia de la cantidad a la calidad y de la inclusión a la transformación. Este 
es un campo mucho más complejo para la participación ciudadana, donde las demandas que 
se centran en el derecho a obtener un tratamiento diferenciado (entre los pueblos indígenas, por 
ejemplo) son más importantes que las demandas de aumento de cobertura25. Los ciudadanos y 
los administradores requieren, en igual medida, de un nivel más alto de capacidad técnica, y los 
mecanismos de participación deben enfocarse en una deliberación de mayor calidad en lugar de 
centrase en la movilización.
Muchos gobiernos han asumido que la creación de nuevos mecanismos de participación reducirá 
los conflictos sociales y canalizará la energía política desde las rebeldes protestas sociales hacia 
el compromiso institucionalizado. Sin embargo, la proliferación de espacios de participación 
claramente no ha conllevado a una disminución en la intensidad de las protestas ya sea en Brasil, 
en Latinoamérica o en el mundo en general. Mis propias investigaciones sobre los movimientos 
sociales indígenas en Brasil sugieren que los grupos marginalizados se comprometen con los nuevos 
espacios de participación sin por ello abandonar las protestas rebeldes como una forma de expresar 
su rechazo a las mismas desigualdades de poder que limitan la efectividad de su participación en 
estos espacios26. En otras palabras, las protestas deben ser vistas como un elemento más en las 
estrategias de participación. La construcción de democracias auténticamente inclusivas, exige que 
los países desarrollen sistemas políticos flexibles, capaces de acomodar estas estrategias múltiples 
de participación. Intentar forzar la expresión política de la ciudadanía en un solo canal –sea éste 
el de los antiguos partidos políticos o los nuevos mecanismos de participación–, implica el riesgo 
de aumentar la frustración política, lo que fácilmente puede devenir en un conflicto violento.
ARTURO SQUELLA
América Latina ha transitado alternativamente por regímenes más o menos 
autónomos –con importantes grados de participación– hacia otros más 
centralizados. Ello ha ocurrido incluso, tomando en cuenta las diferencias, en la llamada época 
indiana o período colonial27. El mejor ejemplo es el hecho de que en cada país del subcontinente 
se ha pasado por momentos en que los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana 
23 CORNWALL, Andrea; ROMANO, Jorge; SHANKLAND, Alex. “Brazilian Experiences of Participation and Citizenship: 
A Critical Look”. IDS Discussion Paper 389. Brighton: Institute of Development Studies, 2008.
24 AVRITZER, Leonardo. Participatory Institutions in Democratic Brazil. Baltimore: Johns Hopkins University Press, 2009; 
COELHO, Vera Schattan P. “What did we learn about citizen involvement in the health policy process? Lessons from 
Brazil”. Brighton: Development Research Centre on Citizenship, Participation and Accountability, 2011.
25 COELHO, Vera Schattan P. and SHANKLAND, Alex. “Making the Right to Health a Reality for Brazil’s Indigenous Peoples: 
Innovation, Decentralization and Equity”. MEDICC Review Vol. 13 No.3, 2011, pp. 50-53.
26 SHANKLAND, Alex. “The Indigenous Peoples’ Movement, ‘forest citizenship’ and struggles over health services in Acre, 
Brazil.” En: COELHO, Vera Schattan P. and VON LIERES, Bettina (Eds.). Mobilising for Democracy: Citizen Action and 
the Politics of Public Participation. London: Zed, 2010. 
27 LYNCH, John. Las revoluciones hispanoamericanas 1808-1826. Barcelona: Ariel Ediciones, 2004; y MARTIRÉ, Eduardo. 
1808. La clave de la emancipación hispanoamericana. (Ensayo histórico-jurídico). Buenos Aires: Ediciones El Elefante 
Blanco, 2002.
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han sido objeto de importante protección y otros en que han quedado entregados al arbitrio del 
poder de turno. Ni siquiera la Independencia puede ser considerada un hito que permita hablar 
de un antes y un después en esta materia28. Así, a pesar de la clara mejoría en las últimas décadas, 
estamos lejos todavía de tener sistemas políticos consolidados en que se respetan las instituciones 
y los procedimientos democráticos; se articulan adecuadamente las demandas de los diversos 
actores; se fortalecen los cuerpos intermedios y la sociedad civil; se garantizan eficientemente 
los derechos esenciales de la dignidad humana; y se promueve y proporciona de manera justa, 
realista, racional y competente las legítimas aspiraciones sociales para construir una sociedad 
con igualdad de oportunidades29.
En este contexto y reconociendo los avances del último tiempo, cabe considerar que las protestas 
sociales tienen una doble fuente: pueden ser efecto de la falta de solidez del sistema –en especial 
para encausar políticamente las demandas– o consecuencia de aspiraciones desmedidas, alimen-
tadas por la demagogia. En este último caso, se pone en jaque la estabilidad democrática y los 
derechos de terceros, de tal manera que, consolidándose, generan centralismo y populismo que 
pervierten la participación. Por el contrario, en el primer caso, las manifestaciones ciudadanas, más 
o menos espontáneas u organizadas, consisten en una reacción política frente a una necesidad o 
a la adopción de una decisión por la potestad; la protesta es contra el Estado y los gobernantes, 
motivada por la percepción de que han dejado de cumplir su función de bien común. Esta vía 
pretende modificar aquello que se ha establecido por instancias formales, produciéndose una 
superposición de mecanismos de participación que exige eventuales modificaciones a través de 
la institucionalidad para canalizar adecuadamente esas pretensiones.
MARISTELLA SVAMPA
Las protestas sociales no son solo una vía más de participación: muchas 
veces, la acción directa es el único recurso que despliegan aquellos que 
no tienen poder frente a los que tienen poder, a fin de hacer visibles sus demandas e incorporar-
las a la agenda pública y política. Ese fue el caso, por ejemplo, de los desocupados argentinos a 
fines de los años 90, que recurrieron al corte de ruta para dar visibilidad a sus reclamos; o de los 
comunarios aymaras y las organizaciones cocaleras en Bolivia.
En este sentido, no son pocas las protestas y luchas sociales que han instalado nuevos umbrales 
desde los cuales pensar la ciudadanía. Recordemos que en los años 90, en América Latina se dio 
una situación paradójica: se llevaron a cabo procesos de reforma constitucional que incorporaban 
demandas relativas a la multiculturalidad, al tiempo que se introducían nuevos mecanismos de 
participación, mientras se aplicaban planes de ajuste estructural que implicaban lisa y llanamente el 
despojo de derechos económicos y sociales (flexibilización laboral, despidos masivos, entre otros). 
En ese marco, las protestas –sobre todo de carácter antineoliberal– llevadas a cabo por diferentes 
organizaciones y movimientos sociales se han revelado como agentes reales de democratización, 
en la medida en que han vuelto a recolocar en la agenda problemáticas ligadas al despojo de 
derechos ya reconocidos o preexistentes, así como han incorporado nuevos temas o derechos 
28 BRAVO LIRA, Bernardino. El Estado de Derecho en la historia de Chile. Santiago: Ediciones Universidad Católica de 
Chile, 1996. Desde una vereda opuesta y por razones totalmente diferentes Octavio Paz escribía a este propósito en 1974 
que “Los nuevos países, por lo demás, siguieron siendo las viejas colonias: no se cambiaron las condiciones sociales 
sino que se recubrió la realidad con la retórica liberal y democrática. Las instituciones republicanas, a la manera de 
fachadas, ocultaban los mismos horrores y las mismas miserias.” (PAZ, Octavio. Los hijos del Limo. Barcelona: Seix 
Barral, 1974).
29 OTTONE, Ernesto. “América Latina en la crisis global”. Cuadernos del Foro Valparaíso Vol. X, junio de 2011, pp. 19-28.
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(relativos a las minorías, a los pueblos originarios y a los derechos de la Naturaleza). En ciertos 
países, como en Bolivia y Ecuador, se ha venido gestando un nuevo constitucionalismo latino-
americano, que expresa la aspiración de crear una nueva institucionalidad, sobre la base de la 
ampliación de derechos y la participación ciudadana, a través de conceptos de rango constitu-
cional que exigen nuevos desafíos a la imaginación política: Estado Plurinacional, Autonomías, 
Derechos de la Naturaleza, entre otros. 
Sin embargo, esta nueva institucionalidad que va diseñando, para citar una vez más a Boaventura 
de Sousa Santos, un “campo de experimentación política”, y que abre nuevos canales a la par-
ticipación ciudadana, muchas veces se tornan letra muerta, y nos retrotraen al viejo esquema 
que plantea la división entre el “país legal” y el “país real”. Esto sucede actualmente en América 
Latina, porque la apertura y la pluralización de canales de participación vienen acompañados 
por una ya tradicional concentración del poder en la autoridad presidencial. En última instancia, 
estos procesos de concentración del poder en el ejecutivo tienden a consolidar formas hegemó-
nicas poco plurales, que buscan subordinar y reorientar en su favor los nuevos dispositivos de 
participación ciudadana. 
CAMILA VALLEJO
En América Latina, hoy en día existen mecanismos de participación ciu-
dadana que dicen relación con un avance y una pérdida del miedo de 
las autoridades hacia sus ciudadanos, o la conquista de los ciudadanos de espacios de decisión 
vinculantes para el país. Es el caso de Uruguay, con la posibilidad de convocar plebiscitos 
sobre materias de interés nacional; o los casos de Colombia, Venezuela, Bolivia y Ecuador, 
que realizaron no solo procesos legislativos participativos, sino constituyentes, de relevancia 
nacional y fundamental. 
Asimismo, hoy los espacios de manifestación que la ciudadanía detenta para sí, en países como 
Argentina o incluso Cuba, representan un horizonte al cual nuestro país debe aspirar, por el hecho 
de que aquello contribuye al progresivo empoderamiento de la gente respecto de las funciones 
públicas. Estas funciones hoy en Chile son reservadas de manera naturalizada, tanto por organis-
mos públicos como por la población, para los primeros. De esta manera, forma parte de nuestro 
sentido común un desproporcionado sentido de la autoridad como ente producido de manera 
ajena a la sociedad, siendo ésta la que debiera otorgarle su legitimidad y validez. 
En relación a la pregunta acerca de la naturaleza de las protestas sociales, creo que de forma 
alguna es deseable asimilar como parte de la institucionalidad política un recurso que históri-
camente se ha caracterizado por ser de ultima ratio frente al agotamiento de la institucionalidad 
vigente, por lo que no creo que pueda considerarse una forma más de participación de la 
democracia, aun cuando sea un derecho y a la vez una garantía que permita velar por otros 
derechos. Se entiende que el sentido de la protesta, aunque pacífica, es la confrontación, la 
demostración de descontento, de propaganda de ideas políticas controvertidas fuera del espa-
cio de debate reglado y conducente a resultados vinculantes. Por ello, el surgimiento de las 
manifestaciones sociales de protesta sí es una respuesta a insuficiencias institucionales y creo 
que además es erróneo creer que debe ser una nueva y excluyente forma de hacer política, 
desconociendo dichos espacios insuficientes y simplemente reemplazándolos por el espacio 
callejero, pues aquello únicamente nos haría perpetuar las formas con las que la sociedad tiene 
discrepancias. Por eso, se debiera más bien apostar a incidir en cambios institucionales que 
progresivamente abran los espacios de deliberación y no marginarnos de ellos. De este modo, 
se puede optimizar e incluso replantear la función de las organizaciones sociales, para pasar 
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de ser no solo un mero fiscalizador o catalizador externo de las decisiones relevantes para el 
país, sino un actor político de nuevo tipo. 
4. Participación a nivel local, nacional e internacional 
La participación puede darse en distintos niveles: local, regional, nacional o incluso a nivel 
internacional. ¿Qué desafíos se le plantean a las estrategias de participación en una sociedad 
globalizada, donde las instancias de poder parecen cada vez más alejadas no solo de la ciuda-
danía, sino también de las instancias nacionales de decisión?
ALBERTO J. OLVERA
En la actual fase de la globalización, los Estados nacionales han perdi-
do soberanía, pues son incapaces de manejar aspectos centrales de sus 
políticas económicas, si bien es cierto que estas limitaciones han existido siempre, en mayor o 
menor grado. Ahora bien, es preciso tomar nota de que la globalización se da no solamente en 
el campo económico, sino también en lo que se refiere a las acciones colectivas, los aprendiza-
jes de los actores sociales, la imitación de formas de protesta, el conocimiento inmediato de las 
acciones de ciudadanos de otros países, el acceso nunca antes logrado a una cantidad enorme 
de información y a una escala nunca antes experimentada de comunicación directa e inmediata 
entre miles de personas, sin limitaciones geográficas o territoriales. Estas circunstancias históricas 
cambian el contexto de la movilización y del debate. El reto de la participación tiene ahora un 
componente macropolítico, en términos de que las condiciones para la lucha hegemónica deben 
tomar en cuenta el contexto internacional. Pero los principales espacios de participación siguen 
localizándose en lo nacional, en lo regional y lo local. La construcción democrática continúa 
ceñida a los espacios y tiempos del Estado-Nación, por más que haya tendencias y experimentos 
de desarrollo de instancias supranacionales de participación democrática, como la Unión Europea. 
La globalización no puede entenderse como un límite a la participación, es apenas una nueva 
condición en la cual la participación se produce.
ALEX SHANKLAND
En todo el mundo –y en particular en América Latina–, los mayores avances 
en la promoción de la participación política se han obtenido a nivel local. 
De hecho, la participación a menudo es asociada a la descentralización. En su estudio pionero 
sobre “el buen gobierno en el Trópico”, Judith Tendler se refiere al vínculo entre ambos elementos 
como una moda global de “D&P”, esto es, “descentralización y participación”30. Sin embargo, la 
percepción de que los gobiernos locales a menudo carecen de los recursos para implementar las 
decisiones tomadas en los procesos de participación, ha conducido a una creciente desilusión. Al 
mismo tiempo, el creciente poder de actores globales no-estatales (especialmente de corporacio-
nes trasnacionales y de instituciones financieras de mercado) y el surgimiento de instituciones de 
gobierno supranacionales, tales como la Comisión Europea o el Banco Mundial, ha conducido a 
una creciente conciencia de que el actuar de organismos distantes que no rinden cuentas de sus 
actos, puede convertir la toma de decisiones a nivel local en un proceso irrelevante. También ha 
30 TENDLER, Judith. Good Government in the Tropics. Baltimore: Johns Hopkins University Press, 1997.
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conducido a esfuerzos de parte de redes de la sociedad civil para garantizar que el derecho a la 
participación pueda ser ejercido en forma efectiva desde el nivel local al global31. 
El desafío clave para que estas iniciativas y esfuerzos puedan garantizar la participación efectiva a 
todo nivel, es la representación democrática. En el sistema político internacional, los ciudadanos 
son representados por sus gobiernos nacionales en organismos como el UNASUR o las Naciones 
Unidas. Si bien estos gobiernos pueden recibir alguna presión de sus pares para que se adhieran 
a las normas formales de la democracia, la doctrina de la soberanía continúa siendo la clave y 
estos gobiernos no tienen ninguna obligación de usar mecanismos participativos para establecer 
las posturas que toman en los foros internacionales. En aquellos organismos internacionales que sí 
permiten estructuras de representación paralelas, estas suelen tener un estatus legal débil y ocupar 
un rol meramente consultivo o de observador. Asimismo, a menudo están dominadas por grupos 
de la sociedad civil que carecen de mecanismos efectivos de comunicación con los ciudadanos 
que dicen representar, lo cual debilita su accountability y, por lo tanto, su legitimidad. La supera-
ción de este desafío requerirá que los ciudadanos y sus representantes demuestren compromiso 
y creatividad, entre otras la habilidad de combinar nuevas tecnologías como redes sociales, con 
un redescubrimiento de los principios y prácticas tradicionales de participación, como aquellas 
que pueden encontrarse a menudo entre los pueblos indígenas.
ARTURO SQUELLA
Parece ser que uno de los asuntos más complejos y no resueltos de la 
globalización es, precisamente, el del poder o del gobierno32. Desde 
fines de la Segunda Guerra Mundial, el tema viene siendo objeto de especulación33, aunque 
sin encontrar una solución adecuada. Evidentemente, ello genera problemas de participación 
real y quizá por ello, previsoramente, la Carta de las Naciones Unidas dio cabida a una forma 
de intervención de la ciudadanía a través de las organizaciones no gubernamentales (art. 71), 
aunque de manera relativamente tímida y precaria. A pesar de esto, no cabe duda que dichas 
organizaciones progresivamente se han ido fortaleciendo y están jugando, cada vez más, un papel 
relevante. Sin embargo, ello no ha sido parejo ni necesariamente representativo. Por tanto, aunque 
resulta conveniente promover y vigorizar estas instancias como mecanismos de participación en 
un mundo globalizado, no debe perderse de vista que en la práctica muchos ciudadanos “de a 
pie” no intervienen ni son interpretados adecuadamente por ellas. Por esto resulta fundamental 
continuar fortaleciendo los derechos de la familia y las instancias locales y nacionales como los 
instrumentos de participación más genuinos y representativos de las personas. 
En esta línea, entonces, el desafío es doble: por una parte, fomentar y extender la capacidad de 
organización de la sociedad civil a través de estas organizaciones no gubernamentales y, por otra, 
fortalecer la participación de los ciudadanos a nivel local y nacional. Esto último, ha de hacerse 
promoviendo tanto el respeto por los principios de subsidiariedad y de autonomía de los cuerpos 
sociales, como por la defensa de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Al 
mismo tiempo, habrá de continuarse en la línea de consolidación de una democracia representativa 
a nivel nacional que permita encauzar y personificar las aspiraciones y demandas de los ciudadanos, 
junto con aumentar la autonomía económica, administrativa y de control social a nivel local. Sin 
31 GAVENTA, John and TANDON Rajesh (Eds.). Globalizing Citizens: New Dynamics of Inclusion and Exclusion. London: 
Zed, 2010.
32 PEÑA, Carlos. “Globalización y justicia social”. Cuadernos del Foro Valparaíso Vol. X, junio 2011, pp. 11-18.
33 HUTCHINS, Robert Maynard. “Santo Tomás y el Estado Mundial”. Revista de Occidente. Madrid: 1952.
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embargo, nada de esto podría asegurar que las personas sean protagonistas de su desarrollo integral 
sin asegurar y fortalecer la familia como el espacio más natural y colaborativo para ellas. Solo a partir 
de la protección de la familia y de la defensa de sus derechos podremos salvaguardar una verdadera 
participación social inmune a los intentos de control ideológico o totalitario.
MARISTELLA SVAMPA
En la década actual, América Latina presenta un escenario sumamente 
contrastante y perturbador. Ciertamente, ésta aparece marcada por la 
emergencia y consolidación de gobiernos progresistas, varios de los cuales se hallan abocados a 
la tarea de la transformación del Estado, a la ampliación de la democracia participativa, en fin, a 
la implementación de políticas públicas que tienden a favorecer las condiciones de vida de los 
sectores más vulnerables. Dichas políticas tienen como sustento un discurso crítico en relación 
al neoliberalismo de los años 90 y suelen adoptar –tarde o temprano– una retórica épica, de 
carácter nacional-popular, que enfatiza la constitución de un polo popular en la confrontación 
con los grandes grupos de poder económicos. Sin embargo, este relato épico, con características 
particulares según los países, coexiste con una política que promueve y convalida la instalación de 
un modelo neocolonial, basado en la apropiación y destrucción de los recursos naturales. Esto es, 
más allá de las retóricas industrialistas y emancipatorias en boga, los gobiernos progresistas tienden 
a aceptar como “destino” el nuevo consenso de los commodities34, en nombre de las “ventajas 
comparativas” o de la pura subordinación al orden geopolítico mundial, el cual históricamente 
ha reservado a América Latina el rol de exportador de Naturaleza, sin considerar sus impactos 
desestructurantes sobre la población ni los enormes efectos socioambientales. 
Una de las consecuencias de la actual inflexión extractivista ha sido la explosión de conflictos 
socioambientales, visibles en la potenciación de las luchas ancestrales por la tierra, de la mano 
de los movimientos indígenas y campesinos, así como en el surgimiento de nuevas formas de 
movilización y participación ciudadana, centradas en la defensa de los recursos naturales (de-
finidos como “bienes comunes”), la biodiversidad y el ambiente. Entendemos por conflictos 
socioambientales aquellos ligados al acceso y control de los recursos naturales, que suponen por 
parte de los actores enfrentados, intereses y valores divergentes en torno de los mismos, en un 
contexto de asimetría de poder. Los lenguajes de valoración divergentes respecto de los recursos 
naturales se refieren al territorio y, de manera más general, al ambiente, en cuanto a la necesidad 
de su preservación o protección. 
Asociado a la nueva división territorial y global del trabajo, uno de los rasgos propios de los 
conflictos socioambientales es la multiescalaridad de los mismos, ilustrada por un entramado 
complejo de actores sociales, económicos y políticos, situados en diferentes escalas de acción: 
entre el nivel local (campesinos, organizaciones indígenas y asambleas de afectados), lo na-
cional y lo global (gobiernos y empresas transnacionales). En este marco multiescalar, el peso 
económico de las grandes corporaciones es de tal magnitud que no resulta extraño que los 
intereses empresariales atraviesen y hasta sustituyan al Estado, en sus diferentes jurisdicciones, 
contribuyendo tanto al menosprecio de procesos de decisión ciudadana (consultas públicas) 
como a la creciente dinámica de criminalización y represión de los conflictos. Por consiguiente, 
las asimetrías propias de la dinámica entre lo local y lo global (movimientos socioambientales 
34 Sobre el consenso de los commodities, véase SVAMPA, Maristella. “Pensar el desarrollo desde América Latina”, en 
MASSUH, Gabriela (Comp.). Renunciar al bien común. Extractivismo y (pos)desarrollo en América Latina. Buenos Aires: 
Mardulce, 2012.
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contra empresas multinacionales) suelen exacerbase: las grandes empresas tienden a concentrar 
un número importante de actividades, desestructurando y reorientando la economía del lugar, que 
lejos de generar encadenamientos endógenos relevantes, se constituyen en nuevos enclaves de 
exportación, consolidando la política de expropiación económica y de depredación ambiental. 
No obstante ello, no es posible desestimar el rol del Estado nacional en la configuración siempre 
asimétrica que adoptan dichos conflictos. Cierto es que, en un contexto de desnaturalización y 
cuestionamiento del neoliberalismo, alimentado por la emergencia de nuevos gobiernos progresis-
tas, sobre todo en países como Bolivia y Ecuador, el Estado nacional ha recuperado capacidades 
institucionales, erigiéndose en un actor económico relevante y, en ciertos casos, en un agente de 
redistribución. Sin embargo, en el marco de las teorías de la gobernanza mundial, la tendencia 
no es precisamente que el Estado devenga nuevamente en un “mega-actor”. Antes bien, el retor-
no del Estado regulador se instala en un espacio de geometría variable, esto es, en un esquema 
multiactoral (de complejización de la sociedad civil, ilustrada por movimientos sociales, ONG y 
otros actores), pero en estrecha asociación con los capitales privados multinacionales, cuyo peso 
en las economías nacionales es cada vez mayor. Asimismo, no hay que olvidar que el retorno 
del Estado a sus funciones redistributivas se afianza sobre un tejido social diferente al de antaño 
(una matriz obrero-campesina, de fuertes contenidos plebeyos), producto de las transformaciones 
de los años neoliberales, y en muchos casos en continuidad –abierta o solapada– con aquellas 
políticas sociales compensatorias (el modelo asistencial-participativo35), difundidas en los años 
90 mediante las recetas del Banco Mundial.
Este contexto de conflictividad contribuye directa o indirectamente a la judicialización de las luchas 
socioambientales y a la violación de los derechos en la medida en que no se generan procesos 
de consultas adecuados a las comunidades, que son desalojadas de las tierras reclamadas por las 
empresas, mientras estas últimas contaminan los recursos de las comunidades como son el agua 
y la tierra, de los que dependen para su vida. En definitiva, tal como están planteadas las cosas, 
el actual modelo extractivista nos enfrenta a nuevos desafíos, por no decir verdaderos dilemas, 
en la medida en que éste avanza sin consenso de las poblaciones, generando fuertes divisiones 
en la sociedad y una espiral de criminalización de las resistencias, que sin duda abre un nuevo 
y peligroso capítulo de violación de los derechos humanos. 
Esta es la gran paradoja latinoamericana: la ampliación de la participación y la expansión de las 
fronteras de derechos (una nueva normativa respecto de los derechos ambientales, territoriales y 
colectivos), viene acompañada por la instalación de modelos de desarrollo altamente excluyentes, 
que tienden a reconfigurar negativamente territorios y formas de vida. Así, los avances del modelo 
extractivista ponen en jaque el alcance de la democracia y las modalidades de participación 
instituidas, no solo en aquellos países que conservan una fuerte matriz neoliberal, sino incluso 
en aquellos donde se han consolidado los gobiernos llamados progresistas, de izquierda o de 
centro-izquierda.
CAMILA VALLEJO
Probablemente uno de los niveles más complejos de participación se dé en 
la esfera en que los Estados pretenden materializar la “globalización” por 
medio de las alianzas y tratados ente los diferentes Estados, así como en las diversas organizaciones 
internacionales que hoy los agrupan. En ellas no podemos desconocer el rol preponderante que 
35 Véase SVAMPA, Maristella. La sociedad excluyente. Argentina bajo el signo del neoliberalismo. Buenos Aires: Taurus, 
2005.
4. Participación a 
nivel local, nacional  
e internacional
Participación política en América Latina / pp. 69-89
89
las potencias como Estados Unidos o China siguen teniendo en la actualidad respecto de deci-
siones tan relevantes para las poblaciones de los diversos países, tales como inicios de guerras, 
imposiciones de bloqueos económicos, enormes daños al medio ambiente o amenazas de guerras 
nucleares. En ese escenario, el alcance que la participación ciudadana a nivel local pueda tener, 
en contraposición con los largos alcances de dichas potencias sobre aquellas mismas comuni-
dades es, por decirlo menos, desalentador. Sin embargo, existen ciertos principios que histórica 
y continuamente se han invocado de modo de poder darles peso a dichos procesos de debate y 
decisión local que pueden ser perfectamente ignorados por los poderes fácticos de otras naciones, 
a través de organizaciones internacionales con poder de realizar sugerencias, recomendaciones 
o –directamente– intervenciones en casi cualquier país de mundo. Tal es el poder del Consejo de 
Seguridad de la ONU, o a la inversa, tal es el poder de los miembros permanentes del Consejo 
de Seguridad, que pueden realizar acciones perfectamente contrarias al Derecho Internacional, 
aun con la oposición de los demás miembros del Consejo gracias al –o por desgracia del– poder 
de veto que detentan en dicha instancia, incluso en sesiones privadas si así lo deciden. 
El derecho a la autodeterminación de los pueblos y la no intervención son, entonces, baluartes 
que, aunque de doble filo dependiendo el contexto en que se invoquen, constituyen herramientas 
argumentativas necesarias para combatir el imperialismo. Que prevalezca la autodeterminación 
hace que la participación local no se diluya a causa de las decisiones tomadas a kilómetros de 
distancia y sin participación de los ciudadanos involucrados o afectados. 
Por otro lado, la solidaridad entre naciones también es un recurso que se levanta en contraposición 
al imperialismo de los Estados. Así, cabe distinguir entre los intereses de la ciudadanía en general 
y los intereses de reducidas élites económicas, para ponderar el alcance de la influencia de dichos 
intereses en los derechos de las personas. Dicha distinción no carece de un contenido político 
ni debe entender cualquier interés que promuevan los Estados como un interés de la ciudadanía, 
pues cada Estado debiera tener como límite de su soberanía el respeto por los derechos humanos. 
Más aún, debiera corresponder también a los Estados no solo el respetar los derechos humanos de 
sus habitantes, sino también promover activamente su desarrollo, tarea que puede verse mermada 
con relaciones internacionales que generen, por ejemplo, dependencia económica, reducción 
de derechos sociales y económicos, y otros efectos que vayan de la mano con la privatización de 
servicios públicos que sean promovidos por agentes internacionales.

